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Propuestas III Plan de Acción de OGP de España

Propuesta 1: Crear un foro de diálogo permanente con la sociedad civil en el marco de la OGP en España
La Alianza para el Gobierno Abierto (OGP – Open Government Partnership) es una iniciativa multilateral que busca que gobiernos sean más transparentes, rindan cuentas y mejoren la capacidad de respuesta hacia sus ciudadanos. Esto requiere un cambio de normas y cultura para garantizar un diálogo y colaboración genuinos entre gobierno y sociedad civil. 

Tanto la Declaración firmada por el Gobierno de España de adhesión a la OGP en 2011, como en los artículos de Gobernanza de la Alianza establecen que el Gobierno de España debe crear un foro (o identificar uno existente) en el cual apoyarse para compartir información sobre los avances, integrar un proceso participativo de seguimiento o de consulta durante la implementación, y en donde pueda participar la ciudadanía y estar efectivamente representados los distintos actores relevantes o afectados.

El evaluador independiente de la OGP para España en sus diferentes informes, ha criticado la inexistencia de este foro, que vicia el proceso desde el inicio, y ha recomendado su creación.

Instamos al Gobierno a crear de manera inmediata un foro de diálogo permanente con la sociedad civil según su compromiso asumido en la Declaración de adhesión a la OGP en 2011 y en los artículos de Gobernanza de la misma. 

Propuesta 2: Sistema de solicitudes de acceso a la información sencillo y rápido.

La trasparencia de la actividad pública es uno de los pilares fundamentales del OGP. De hecho, tener una ley de acceso a información, un borrador o una provisión constitucional es un requisito para formar parte de esta alianza.

Para lograr una mayor transparencia es imprescindible que los ciudadanos tengan acceso a la información pública a través de un sistema sencillo, rápido y que no exija para el acceso a la información más datos al solicitante que los estrictamente necesarios para acceder a la información, es decir: un nombre, la información a la que se quiere acceder y una dirección donde enviar la información. 
El procedimiento que ha creado el Gobierno, en concreto el Ministerio de la Presidencia, para ejercer el derecho a solicitar información es complejo, excluyente y lento.
La ley de Transparencia 19/2013 establece en su artículo 17.2 que “la solicitud podrá presentarse por cualquier medio que permita tener constancia de la identidad del solicitante; la información que se solicita; una dirección de contacto, preferentemente electrónica, a efectos de comunicaciones; en su caso, la modalidad que se prefiera para acceder a la información solicitada”. Sin embargo, el Gobierno solo permite que se envíen las solicitudes de manera presencial, vía correo postal y de forma telemática a través del portal de la transparencia, excluyendo el uso del correo electrónico, y obligando a entregar el DNI o certificado electrónico para poder solicitar información.
Estos requisitos están siendo un obstáculo para el ejercicio, de hecho, la Presidenta del Consejo de Transparencia y Buen Gobierno ha manifestado en varias ocasiones que debería revisarse este sistema para agilizar el proceso.

Por ello, el III Plan de Acción de Gobierno Abierto de España debe incluir entre sus acciones a realizar durante su primer año de vigencia, el establecimiento de un sistema de solicitud de acceso a información sencillo y rápido, permitiendo enviar solicitudes a través del correo electrónico.

Propuesta 3: Mejora de la Ley de transparencia en línea con los estándares internacionales.

Las Leyes de acceso a información deben comprehensivas y garantizar los niveles necesarios de transparencia que permitan la participación ciudadana y la rendición de cuentas, elementos que son pilares esenciales de la OGP.

La ley 19/2013 de transparencia, acceso a la información y buen gobierno de España se sitúa en la posición 70 de 100 países con leyes de transparencia, obteniendo 73 puntos, lejos de los 150 que según el Global Access to Information Rating tienen las leyes que garantizan plenamente el derecho de acceso a la información.
El III Plan de Acción de Gobierno Abierto debe incluir la modificación de la Ley de Transparencia para que incluya las siguientes mejoras: 1) Reconocimiento del derecho de acceso a la información como un derecho fundamental, 2) Ampliar el alcance de la Ley a todas las instituciones públicas, los tres poderes del estado, todas las empresas públicas y aquellas empresas privadas que gestionen servicios públicos. 3) Limitar las causas de inadmisión estableciendo un sistema limitado, proporcional y sometido a las pruebas de daño e interés público. 4) Mejorar mecanismos de supervisión y sanción dando un mayor peso al Congreso de los Diputados en el nombramiento del Presidente del Consejo de Transparencia y otorgando a este último poder inspector y sancionador. 

Propuesta 4: Establecer una normativa que asegure la creación de información.

La OGP tiene entre sus objetivos impulsar medidas para que los ciudadanos puedan ser más partícipes en el desarrollo de las políticas públicas, así como la transparencia y rendición de cuentas delas instituciones.
No es posible cumplir estos propósitos si el Gobierno no crea la información necesaria para que los ciudadanos puedan participar en los procesos de toma de decisión y para la rendición de cuentas de las instituciones públicas. 

El III Plan de Acción debe asegurar que al final de su periodo de dos años de vigencia se garantiza a través de una norma con rango de Ley que la información relevante para la rendición de cuentas es creada. Como mínimo debe garantizarse que se crea: información de contacto institucional, la información relacionada con reuniones, actas de las reuniones, listas de participantes en las reuniones, los documentos recibidos por terceros (incluyendo durante las reuniones), informes de asesoría jurídica y justificaciones de las decisiones adoptadas. 

Propuesta 5: Asegurar la publicación proactiva de información clave relacionada con los procesos de toma de decisiones

La OGP tiene entre sus objetivos impulsar medidas para que los ciudadanos puedan ser más partícipes en el desarrollo de las políticas públicas, así como la transparencia y rendición de cuentas delas instituciones.

Para que los ciudadanos puedan participar en la toma de decisiones es necesario que tengan un acceso sencillo y rápido a la información sobre las mismas, para ello, debe publicarse de forma proactiva la información clave de todos los procesos de toma de decisiones, tanto si se desarrolla una consulta pública formal o no. Además, debe garantizarse que esta información se encuentra fácilmente localizable por parte de los ciudadanos.

Access Info Europe ha desarrollado un estudio comparativo sobre la publicación proactiva en 21 procesos de toma de decisiones en 11 países: los resultados para España concluyen que en ninguno de los procesos analizados se disponía de la información mínima para que los ciudadanos puedan entender y participar en los procesos de toma de decisiones.

El III Plan de Acción debe incluir la modificación de la Ley de Transparencia para ampliar y detallar la información a publicar de forma proactiva. Como mínimo debe incluirse con el suficiente grado de detalle: información de contacto, agendas ministeriales, actas de las reuniones, los documentos recibidos de terceros, asesoramiento jurídico, asesoramiento sobre políticas y justificaciones de las decisiones adoptadas.

Propuesta 6: Reducción de los plazos de respuesta a las solicitudes de acceso a información.

La OGP tiene entre sus objetivos impulsar medidas para que los ciudadanos puedan ser más partícipes en el desarrollo de las políticas públicas, así como la transparencia y rendición de cuentas delas instituciones.

Es esencial que la información se ponga a disposición de los ciudadanos de manera oportuna para permitir que las partes interesadas dispongan de tiempo suficiente para participar en la toma de decisiones, tiempo para revisar el material y para preparar aportaciones de calidad y enriquecer el proceso. 

Access Info Europe ha desarrollado un estudio comparativo de solicitudes de acceso a información en 41 procesos de toma de decisiones en varios países europeos y el tiempo de respuesta medio a las solicitudes de acceso a información de España fue de 29,3 días, lejos de los 4,5 días de media de Finlandia y muy alejado de los plazos que pertinentes para facilitar la participación en la toma de decisiones.

Las autoridades públicas deben garantizar que en todas las etapas de los procesos de toma de decisiones la sociedad civil tiene acceso a la información necesaria para participar y que está en un lenguaje claro y comprensible. Para ello, las solicitudes de información necesaria para participar deben ser respondidas lo antes posible e, indudablemente, de una con el tiempo suficiente para permitir tal participación.

El II Plan de Acción debe incluir la modificación del artículo 20.1 de la Ley de Transparencia para asegurar que los plazos de respuesta de las solicitudes de acceso a información permiten la participación de la sociedad civil en los procesos de toma de decisiones. Además, los plazos deben ser no superiores a 15 días y empezar a contar desde el día en el que se envía la solicitud.
Propuesta 7: Adoptar una regulación del lobby que garantice la transparencia y la participación en la toma de decisiones.

Para cumplir con los objetivos de la OGP y que los ciudadanos puedan ser más partícipes en el desarrollo de las políticas públicas, así como impulsar la transparencia y rendición de cuentas de las instituciones, es imprescindible adoptar una regulación transparente del lobby que permita saber cómo se toman las decisiones públicas, quien interviene y en base a qué criterios.

En España ya hay algunas instituciones como la Comisión Nacional de los Mercados y la Competencia que han creado un Registro de Grupos de Interés durante 2015 y varios Gobiernos Autonómicos y locales, como el Ayuntamiento de Madrid. Sin embargo, los únicos planes de la pasada legislatura a nivel nacional se referían a regular el lobby a nivel del Congreso de los Diputados; esto es totalmente insuficiente.

Esta ausencia de regulación a nivel nacional está dando lugar a la proliferación de regulaciones con diferentes requisitos y formatos que van a complejizar la transparencia de esta actividad. Es urgente que se regule de forma amplia y comprehensiva y transparente el lobby.

Una regulación transparente del lobby debería estar en línea con los Estándares Internacionales para la Regulación del lobby que son el resultado de dos años de trabajo conjunto de la sociedad civil, impulsado por Access Info Europe, Open Knowledge, Sunlight Foundation y Transparencia International. 

Para ello, el III Plan de Acción de Gobierno Abierto debe crear durante su primer año de vigencia una regulación del lobby que al menos incluya los siguientes puntos:

1. Creación de un Registro del Lobby obligatorio que contenga la suficiente información sobre los lobbistas.
Para que un registro de lobby sea realmente eficaz debe ser obligatorio y aplicarse a todas aquellas personas (física o jurídica) que quieran influir en los procesos de toma de decisión pública, así mismo debe cubrir a todas las personas del sector público con responsabilidad en la toma de decisiones no limitarse a los representantes públicos ya sea a nivel del poder ejecutivo o del poder legislativo.
· El registro de lobby debe contener como mínimo información sobre: 

· la identidad de los lobistas

· el objeto de las actividades de lobby y los resultados buscados

· el beneficiario final de las actividades de lobby (cuando sea relevante)

· la institución destinataria y/o el cargo público implicado 

· el tipo y la frecuencia de las actividades de lobby

· toda documentación de referencia intercambiada con los cargos públicos 

· gastos de lobby, incluidos gastos en especie (calculados conforme a criterios preestablecidos, de ser necesario en rangos de costo) 

· fuentes de financiación, por cliente y por dossier

· todo tipo de contribuciones políticas, incluso en especie

· cargos públicos ocupados anteriormente por la persona y/o sus familiares

· fondos públicos recibidos
· La información publicada debe ser plenamente accesible por la sociedad civil, y debe estar constantemente actualizada.
2. Establecer un sistema de sanciones. Para que dicho registro sea efectivo debe establecerse la prohibición por parte de los trabajadores públicos de reunirse con personas que no están inscritas en el registro y el establecimiento de sanciones ante vulneraciones de la Ley.

3. Crear un código de conducta para los lobistas.  Las instituciones públicas competentes deberían redactar, en colaboración con lobistas y sociedad civil, un código de conducta para los grupos de interés.
Propuesta 8: Impulso de datos abiertos

El tercer Plan de Acción debe incluir entre sus medidas: 1) establecer la obligación para todas las instituciones públicas de usar formatos abiertos que permitan la reutilización de la información pública de manera libre y sin restricciones.2) la mejora en el proceso de identificación de las bases de datos de las Administraciones Públicas. Este proceso será realizado de forma conjunta junto con las asociaciones de empleados públicos, ONGs y otras organizaciones de la sociedad civil para definir prioridades sectoriales y asegurar que los datos relevantes para la sociedad se encuentran en formatos abiertos.

PROPUESTA 9: Establecer un control sobre las “puertas giratorias”.

Además de crear un registro de lobbies y de publicar las declaraciones de conflictos de intereses es fundamental establecer periodos de enfriamiento y exigir que se respeten.

Las vueltas que dan las puertas giratorias pueden tener impactos problemáticos en el proceso de toma de decisiones, en concreto hay dos situaciones conflictivas que pueden surgir. La primera sería aquella en la que el funcionario público que ha trabajado en el pasado y/o espera trabajar en el futuro en una empresa privada, podría tomar decisiones más favorables hacia los intereses del sector privado, para mejorar sus oportunidades personales, por amistad o por desarrollar sus contactos, en detrimento de, por ejemplo, los intereses de representantes de la sociedad civil y ciudadanos o del propio interés público.

La segunda sería aquella en que las empresas de lobby pueden aprovechar los contactos adquiridos por sus nuevos empleados en sus antiguos trabajos públicos: funcionarios públicos, que recientemente dejaron su cargo, se convierten en un gran recurso para las empresas que se dedican a presionar durante los procesos legislativos-tienen un conocimiento privilegiado del sistema y conocen personalmente a las personas que forman parte del mismo y responsables de tomar las decisiones definitivas. Esta conexión privilegiada pasa a manos de los intereses privados al contratarles y daña fuertemente el equilibrio de influencias.

Estos problemas y sus posibles impactos negativos en la legitimidad de la toma de decisiones públicas no son suficientes para prohibir el flujo de empleados entre los sectores privado y público. De hecho, es importante que las instituciones públicas tengan la posibilidad de contar con la experiencia y el conocimiento de expertos que se han formado en el sector privado, tanto en campos especializados como en la gestión y dirección de empresas.

Mediante la fijación de un periodo de enfriamiento mínimo por el cual ex cargos públicos no puedan ejercer funciones de lobbistas durante un tiempo determinado sobre los asuntos que gestionaban desde lo público. 

El III Plan de Acción de Gobierno Abierto debe incluir medidas que aseguren que los periodos de enfriamiento establecidos en la Ley 3/2015, de 30 de marzo, reguladora del ejercicio del alto cargo de la Administración General del Estado se cumplen y debe dotar de la fuerza e independencia necesaria a la Oficina de Conflictos de Intereses. 
PROPUESTA 10: Crear un sistema de protección para los funcionarios que revelen casos de corrupción dentro de las administraciones públicas

Las medidas de impulso de la transparencia y rendición de cuentas de las instituciones son parte esencial de la OGP. Entre estas medidas se deben establecer canales para que los funcionarios puedan revelar casos de corrupción, malas prácticas o mala gestión en el gobierno y a la vez una serie de protecciones para aquellos que den la alarma, sin importar la forma que elijan para hacerlo público (de manera interna o a través de la prensa). 

Los mecanismos de protección son esenciales para que las personas que estén dispuestas a denunciar casos de corrupción lo hagan sin miedo a represalias. Por eso debe existir un mecanismo legal para proteger a los que revelen malas prácticas en las instituciones públicas. 

Estos mecanismos son complementarios a las leyes de acceso a la información ya que establecen una vía extraordinaria de acceso a la información para los casos en los que el sistema establecido en la ley falle.

El III Plan de Acción, durante su segundo año de vigencia, debe contemplar la aprobación de una norma de protección del denunciante de delitos de corrupción que esté en línea con: los estándares internacionales como los requisitos para la protección de denunciantes en la Convención de las Naciones Unidas contra la Corrupción (2003), las recomendaciones sobre protección del denunciante del Informe del Relator Especial sobre la promoción y protección del derecho a la libertad de opinión y de expresión de Naciones Unidas David Kaye (2015), la Recomendación de 2009 para combatir el cohecho de servidores públicos extranjeros en transacciones comerciales internacionales de la OCDE (Recomendación anticohecho), la Recomendación de 1998  para la mejora del código ético en el servicio público de la OCDE, y los convenios del Consejo de Europa de Derecho civil y Derecho penal sobre la corrupción (1999), así como la Recomendación (2014)7 del Consejo de Europa sobre la protección de denunciantes.
